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En su virtud, dispongo:

Artículo único. Modificación de la Orden de 28 de febrero 
de 2000, por la que se establecen medidas provisiona-
les de protección contra el curculiónido ferruginoso de 
las palmeras [«Rhynchophorus ferrugineus (Olivier)»].

En la Orden de 28 de febrero de 2000, por la que se 
establecen medidas provisionales de protección contra el 
curculiónido ferruginoso de las palmeras [«Rhynchopho-
rus ferrugineus (Olivier)»], se añade un nuevo artículo 1 bis 
con el texto siguiente:

«Artículo 1 bis. Medidas para la protección de Las Palme-
rales Históricos de la Comunitat Valenciana.

1. A los vegetales de “Palmae”, excepto frutos y semi-
llas, destinados a la plantación en el ámbito territorial de 
los Palmerales Históricos de Elche, Orihuela y Alicante, 
delimitado en el apartado 2, se aplicarán las mismas medi-
das que en el Real Decreto 58/2005, de 21 de enero, por el 
que se adoptan medidas de protección contra la introduc-
ción y difusión en el territorio nacional y de la Comunidad 
Europea de organismos nocivos para los vegetales o pro-
ductos vegetales, así como para la exportación y tránsito 
hacia países terceros, son de aplicación a los vegetales y 
productos vegetales incluidos en:

a) La parte B del anexo II, respecto a “Rhynchophorus 
ferrugineus (Olivier)”.

b) La parte B del anexo III, respecto a vegetales de 
“Palmae” de diámetro en la base superior a 5 centímetros 
originarios de terceros países.

c) La parte B del anexo IV, respecto a vegetales de 
“Palmae” con el requisito de que el diámetro en la base sea 
inferior o igual a 5 centímetros.

d) La sección II de la parte A del anexo V.
e) La sección II de la parte B del anexo V, respecto a 

vegetales de “Palmae” de diámetro inferior o igual a cinco 
centímetros.

2. A los efectos de la presente disposición el territorio 
comprendido por los Palmerales Históricos de Elche, Ori-
huela y Alicante y una zona de seguridad en el entorno de 
cada uno de ellos, estará delimitado por un círculo de 5 
kilómetros de radio cuyo centro se encuentre en las 
siguientes coordenadas UTM ED 50:

Elche: X = 701817,783 Y = 4238382,56.
Orihuela: X = 680336,021 Y = 4217534,11.
Alicante: X = 719136,605 Y = 4247364,61.»

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente disposición entrará en vigor el día siguiente 
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 6 de junio de 2006.–La Ministra de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, Elena Espinosa Mangana. 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 10349 REAL DECRETO 710/2006, de 9 de junio, de 

desarrollo de los Acuerdos de Cooperación fir-
mados por el Estado con la Federación de Enti-
dades Religiosas Evangélicas de España, la 
Federación de Comunidades Judías de España 
y la Comisión Islámica de España, en el ámbito 
de la asistencia religiosa penitenciaria.

La Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General 
Penitenciaria, establece, en su artículo 54, que la Adminis-

tración garantizará la libertad religiosa de los internos y 
facilitará los medios para que dicha libertad pueda ejerci-
tarse.

Por su parte, la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de 
Libertad Religiosa, establece, en su artículo 2.3, que los pode-
res públicos adoptarán las medidas necesarias para facilitar 
la asistencia religiosa, entre otros centros, en los estableci-
mientos públicos penitenciarios bajo su dependencia.

Mediante las leyes 24, 25 y 26/1992, todas ellas de 10 de 
noviembre, se aprobaron los Acuerdos de Cooperación del 
Estado, respectivamente, con la Federación de Entidades 
Religiosas Evangélicas de España, con la Federación de 
Comunidades Israelitas (en la actualidad, Judías) y con la 
Comisión Islámica de España. En el artículo 9 de dichos 
Acuerdos se garantiza el ejercicio del derecho a la asisten-
cia religiosa de los fieles de dichas confesiones internados 
en establecimientos penitenciarios proporcionada por los 
ministros de culto designados por las iglesias o comunida-
des respectivas, debidamente autorizados por los organis-
mos administrativos correspondientes.

Posteriormente, el Real Decreto 190/1996, de 9 de 
febrero, por el que se aprueba el Reglamento Penitencia-
rio, dedica el capítulo III del título IX a la Asistencia reli-
giosa, estableciendo el sometimiento en materia de asis-
tencia religiosa, de los internos pertenecientes a 
confesiones que cuenten con Acuerdo de Cooperación 
con el Estado, a lo dispuesto en estos últimos.

Este real decreto pretende desarrollar lo previsto en 
los respectivos Acuerdos de cooperación, de manera que 
el procedimiento de acreditación y autorización de los 
ministros de culto que dispensen asistencia religiosa 
ofrezca las máximas garantías de seguridad jurídica y se 
garantice mejor el pleno ejercicio de la libertad religiosa 
de los fieles evangélicos, judíos o musulmanes interna-
dos en centros penitenciarios.

Teniendo en cuenta que el Real Decreto 3482/1983, de 
28 de diciembre, traspasó a la Generalidad de Cataluña 
determinadas funciones y servicios en materia de Admi-
nistración penitenciaria, este real decreto ha sido infor-
mado por la Consejería de Justicia de la Generalidad de 
Cataluña.

Igualmente ha sido informado por la Comisión Ase-
sora de Libertad Religiosa y han sido consultadas la Fede-
ración de Entidades Religiosas Evangélicas de España, la 
Federación de Comunidades Judías y la Comisión Islá-
mica de España.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Justicia, 
de Defensa y del Interior, con la aprobación previa del 
Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 9 de junio de 2006,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Objeto y determinación de la Administración 
competente.

1. Este real decreto tiene por objeto desarrollar el 
artículo 9 de los respectivos Acuerdos de cooperación fir-
mados por el Estado con la Federación de Entidades Reli-
giosas Evangélicas de España, la Federación de Comuni-
dades Judías y la Comisión Islámica de España.

2. A los efectos de este real decreto, se entiende por 
Administración penitenciaria competente la Dirección Gene-
ral de Instituciones Penitenciarias o el correspondiente 
órgano en aquellas comunidades autónomas que ejerzan 
competencias de ejecución de la legislación penitenciaria.

Artículo 2. Contenido de la asistencia religiosa.

Se considerarán funciones de asistencia religiosa las 
dirigidas al ejercicio del culto, la prestación de servicios 



22302 Sábado 10 junio 2006 BOE núm. 138

rituales, la instrucción y el asesoramiento moral y reli-
gioso así como, en su caso, las honras fúnebres en el 
correspondiente rito.

Artículo 3. Propuesta y autorización de asistentes reli-
giosos.

1. La asistencia religiosa en los centros penitencia-
rios será prestada por los ministros de culto designados 
por las respectivas confesiones, y autorizados por la 
Administración penitenciaria competente.

2. Podrán ser designadas las personas físicas que, 
perteneciendo a iglesias o comunidades integradas en la 
Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de 
España, en la Federación de Comunidades Judías de 
España, o en la Comisión Islámica de España, estén dedi-
cadas con carácter estable al ministerio religioso y así lo 
certifique la respectiva iglesia o comunidad, con la con-
formidad de la federación o comisión.

Artículo 4. Requisitos para la autorización.

1. Las entidades religiosas interesadas en tener auto-
rizados ministros de culto de su confesión en centros 
penitenciarios, lo solicitarán a la Administración peniten-
ciaria competente, presentando al efecto la siguiente 
documentación:

a) Certificado de la iglesia o comunidad de que 
dependa el ministro de culto, con la conformidad de su 
respectiva federación, que acredite que la persona pro-
puesta cumple los requisitos establecidos en el artículo 
anterior

b) Certificado negativo de antecedentes penales en 
España.

c) En el caso de tratarse de ministros de culto extran-
jeros, deberán acreditar ausencia de antecedentes pena-
les en el país de origen.

Los ministros de culto extranjeros no nacionales de 
un Estado miembro de la Unión Europea, de un Estado 
parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo 
ni de la Confederación Suiza, no necesitarán obtener 
autorización de trabajo para el ejercicio de esta actividad 
en tanto ésta se limite a funciones estrictamente religio-
sas y siempre que su iglesia, confesión, comunidad reli-
giosa o su respectiva Federación se encuentre debida-
mente inscrita en el Registro de Entidades Religiosas. Con 
independencia de esta excepción, estarán íntegramente 
sometidos a lo establecido con carácter general por la 
normativa vigente en materia de extranjería e inmigra-
ción, incluyendo la necesidad de haber obtenido, en su 
caso, la correspondiente autorización de residencia a tra-
vés de los procedimientos y con los requisitos previstos 
en dicha normativa.

d) Indicación del centro o centros ante los que se 
solicita acreditar al ministro de culto.

2. La Administración penitenciaria competente 
podrá organizar cursillos o sesiones de formación en 
materia penitenciaria que afecte al ejercicio de sus tareas 
de obligado seguimiento para los ministros de culto pro-
puestos.

Artículo 5. Concesión de la autorización.

1. La autorización se concederá siempre que se 
documenten suficientemente los extremos detallados en 
el artículo anterior y la persona propuesta ofrezca las 
garantías de seguridad exigibles, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 41.2 del Reglamento Penitencia-
rio, aprobado por el Real Decreto 190/1996, de 9 de 
febrero, y demás normativa penitenciaria.

2. Sin perjuicio de lo anterior, no se concederán 
autorizaciones en el supuesto de que ya existiera en el 
centro un número de ministros de culto autorizados de la 
misma federación confesional que se estimara suficiente 
en función de la asistencia religiosa solicitada.

3. La resolución concediendo o denegando la autori-
zación deberá dictarse y notificarse en el plazo de cuatro 
meses a partir de la entrada de la solicitud en el registro 
del órgano competente para resolver. La falta de notifica-
ción de la resolución expresa en este plazo determinará la 
estimación de la solicitud por silencio administrativo.

4. Los ministros de culto autorizados deberán estar 
debidamente afiliados a la Seguridad Social, cuando así se 
derive de la normativa aplicable a la respectiva Confesión, sin 
que, en ningún caso, corresponda su afiliación y el pago de 
las respectivas cuotas a la Administración pública. No obs-
tante, la asistencia religiosa podrá ser desempeñada de 
forma gratuita por voluntarios que tendrán que cumplir los 
requisitos de autorización que exige el presente real decreto.

Artículo 6. Duración de la autorización.

La autorización tendrá validez anual, entendiéndose 
sucesivamente renovada por períodos de un año siempre 
que no se produzca una resolución motivada en contrario.

Artículo 7. Cese, revocación y suspensión de la autoriza-
ción.

1. Los ministros de culto acreditados cesarán en sus 
actividades a iniciativa propia o de la autoridad religiosa 
de la que dependan, debiendo comunicarse dicha deci-
sión a la Administración penitenciaria competente.

2. La autorización podrá ser revocada por la Admi-
nistración penitenciaria que la concedió cuando el minis-
tro de culto realice actividades no previstas en el régimen 
de la asistencia religiosa, fueren contrarias al régimen del 
centro o a la normativa penitenciaria, previa audiencia del 
interesado y mediante resolución motivada.

3. También procederá la revocación cuando se pro-
duzca un incumplimiento sobrevenido de los requisitos 
que justificaron su otorgamiento.

4. Si la actividad del ministro de culto atentara gra-
vemente contra el régimen y seguridad del centro, o con-
culcara el ordenamiento jurídico, el director del centro 
podrá suspender cautelarmente la autorización, mediante 
resolución motivada, hasta tanto no se pronuncie el 
órgano competente sobre la revocación.

Artículo 8. Régimen de la asistencia religiosa.

1. El acceso de los ministros de culto autorizados a los 
centros penitenciarios se llevará a cabo en la forma deter-
minada en los Acuerdos de cooperación con el Estado, sin 
mas limitaciones que las derivadas de la necesaria obser-
vancia de las normas establecidas en el ordenamiento 
penitenciario español en lo referente al horario y a la disci-
plina del centro, así como a los principios de libertad reli-
giosa establecidos en la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio.

2. En todo caso los ministros de culto autorizados 
deberán asumir las normas de control y seguridad que 
disponga la Administración penitenciaria, pudiéndose por 
razón de dichas normas, limitar su acceso a los centros.

Artículo 9. Solicitud de asistencia religiosa.

1. Las personas de confesión evangélica, judía o islá-
mica internadas en centros penitenciarios que deseen 
recibir asistencia religiosa, y a los solos efectos de facilitar 
la organización de dicha asistencia, podrán manifestar, 
mediante solicitud dirigida a la dirección del centro, su 
deseo de recibirla.
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2. Presentada la solicitud de asistencia religiosa, la 
dirección del establecimiento la pondrá en conocimiento 
del ministro de culto acreditado ante el centro.

Artículo 10. Locales.

1. Para la prestación de la asistencia religiosa prevista 
en este real decreto, se podrán habilitar locales en los cen-
tros penitenciarios en los que se pueda celebrar el culto o 
impartir asistencia religiosa, en función de las solicitudes 
existentes, pudiendo ser destinados a estos fines espacios 
de usos múltiples.

2. Se entiende que la celebración del culto tendrá 
lugar en los días considerados como festivos en los respec-
tivos Acuerdos de cooperación, sin perjuicio de las normas 
de régimen interno y de funcionamiento del centro peni-
tenciario. No obstante lo anterior, con causa justificada, 
podrá también celebrarse el culto en días distintos de los 
señalados.

Artículo 11. Régimen económico.

La financiación de los gastos materiales y de personal 
que ocasione la asistencia religiosa se realizará de confor-
midad con lo dispuesto en los Acuerdos de Cooperación 
con el Estado y en la legislación aplicable en cada caso.

Disposición adicional única. Establecimientos penitencia-
rios militares.

A efectos de la aplicación de lo dispuesto en el presente 
real decreto a los establecimientos penitenciarios milita-
res, se entenderá por Administración Penitenciaria la Direc-
ción General de Personal del Ministerio de Defensa.

Disposición final primera. Título competencial.

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 149.1.1.ª y 6.ª de la Constitución y será de aplica-
ción directa en todo el territorio del Estado.

Disposición final segunda. Modificaciones presupuestarias.

El Ministerio de Economía y Hacienda realizará las 
modificaciones presupuestarias precisas para el cumpli-
miento de lo previsto en este real decreto.

Disposición final tercera. Habilitación normativa.

Se autoriza a los Ministros de Justicia, de Defensa y del 
Interior para que, en el ámbito de sus competencias, dicten 
las normas necesarias para la aplicación de este real 
decreto.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente 
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 9 de junio de 2006.

JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno
y Ministra de la Presidencia,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ 

 10350 ORDEN PRE/1809/2006, de 5 de junio, por la 
que se modifica el anexo del Real Decreto 465/
2003, de 25 de abril, sobre las sustancias inde-
seables en la alimentación animal, para incor-
porar la Directiva 2006/13/CE, de la Comisión 
de 3 de febrero de 2006.

El  Real Decreto 465/2003, de 25 de abril, sobre las 
sustancias indeseables en la alimentación animal, 

incorporó a nuestro ordenamiento la Directiva 2002/32/CE, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de mayo de 
2002, sobre sustancias indeseables en la alimentación 
animal.

Dicha Directiva distinguía entre las sustancias inde-
seables para las que se establecía un límite máximo 
permitido, que se fijaba para varios productos, y aqué-
llas para las que se determinaría un umbral o límite de 
intervención, de cara a la adopción de medidas encami-
nadas a reducir o incluso eliminar la fuente de contami-
nación.

Inicialmente, los niveles de las sustancias de este 
segundo grupo sólo se fijaron para algunos productos de 
alimentación animal mediante la Recomendación 2002/
201/CE de la Comisión, de 4 de marzo de 2002, relativa a 
la reducción de la presencia de dioxinas, furanos y poli-
clorobifenilos (PCB) en los piensos y los alimentos. Poste-
riormente, se han incluido en la Directiva 2002/32/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de mayo de 2002, 
a través de la Directiva 2006/13/CE, de la Comisión de 3 de 
febrero de 2006, por la que se modifican los anexos I y II 
de la Directiva 2002/32/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, sobre sustancias indeseables en la alimentación 
animal, en lo referente a las dioxinas y PCB similares a las 
dioxinas, mediante la modificación de su anexo II el cual 
no se incluyó cuando se incorporó a nuestro ordena-
miento la citada Directiva 2002/32/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 7 de mayo de 2002, por estar 
entonces vacío de contenido. Procede, pues, ahora esta-
blecer en el anexo único del Real Decreto 465/2003, de 25 
de abril, dos partes, incluyéndose en la primera el conte-
nido actual del anexo del mismo, y contemplándose en la 
segunda los productos para los que se establecen umbra-
les o límites de intervención.

Por otra parte, los valores máximos permitidos de 
determinadas sustancias indeseables han sido objeto en 
la Directiva 2006/13/CE, de la Comisión de 3 de febrero de 
2006, de nueva revisión y consiguiente modificación, 
uniendo a la determinación de los niveles máximos admi-
sibles de dioxinas los correspondientes a la suma de 
dioxinas y PCBs similares a las dioxinas. Ello sin perjuicio 
de simplificar ulteriormente el sistema de fijación de nive-
les máximos recurriendo sólo a los establecidos para 
dioxinas y PCBs similares a las dioxinas, tras un periodo 
transitorio en el que se exija conjuntamente la observan-
cia de ambos valores.

Mediante la presente Orden se incorpora la Direc-
tiva 2006/13/CE, de la Comisión de 3 de febrero de 
2006, a través de la modificación del anexo del Real 
Decreto 465/2003, de 25 de abril, que se relaciona en 
su totalidad por razones de seguridad jurídica, dadas 
las sucesivas modificaciones del mismo desde su 
aprobación.

Esta Orden se dicta al amparo de la habilitación conte-
nida en la disposición final segunda del Real Decreto 465/
2003, de 25 de abril, que faculta a los Ministros de Agricul-
tura, Pesca y Alimentación y de Sanidad y Consumo para 
que, en el ámbito de sus respectivas competencias, pre-
vio informe preceptivo de la Agencia Española de Seguri-
dad Alimentaria, adopten las disposiciones necesarias 
para el desarrollo de las previsiones de este Real Decreto 
y para la actualización o inclusión de nuevos anexos 
como consecuencia de las modificaciones introducidas 
por la normativa comunitaria.

En la tramitación de la presente Orden han sido con-
sultadas las Comunidades Autónomas y las entidades 
representativas de los intereses de los sectores afectados, 
y ha emitido informe la Comisión Interministerial para la 
Ordenación Alimentaria.

En su virtud, a propuesta de las Ministras de Agricul-
tura, Pesca y Alimentación y de Sanidad y Consumo, dis-
pongo:


